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			Contemplando y analizando la historia de España de los dos últimos siglos, muchos historiadores han dicho que era un país proclive a los conflictos civiles. Sin embargo, en comparación con otros, no se puede decir que en la España de los siglos XVI al XVIII hubiera una mayor tendencia a la violencia que en otros lugares de Occidente. Pero esto cambió radicalmente durante el siglo XIX y la primera mitad del XX, la época en la que entró en un proceso de rápida y extensa modernización política, económica y social, para la cual no estaba preparada. Y así hasta poder afirmar, sin temor a equivocarse, que nuestro país se convirtió en el escenario perfecto para la Guerra Civil. 

			

			Sin embargo, como demuestra Payne en este nuevo ensayo, verdaderamente fueron las causas políticas las que dieron singularidad a un conflicto que él califica de «revolución», provocado por la radicalización de algunos de los partidos políticos y organizaciones obreras que alcanzaron la victoria en las elecciones del Frente Popular.

			

			Una nueva y brillante aproximación a la Guerra Civil, un episodio que aún sigue condicionando nuestra historia social y política.

			

		

	
		
			
INTRODUCCIÓN


			
UNA ÉPOCA DE GUERRAS CIVILES


			La guerra civil es una forma de conflicto con una historia muy larga. Aunque algunos estudiosos utilizan ese concepto para referirse a cualquier violencia de consideración que tiene lugar en un Estado o un país, tiene más sentido llamar guerra civil a cualquier conflicto violento y relativamente prolongado que se desarrolla dentro de una misma unidad política y que no depende directamente de la participación de fuerzas extranjeras, aunque estas intervengan en él. Puede adoptar varias formas, desde las revoluciones políticas o sociales hasta insurrecciones de diverso tipo (siempre que tengan cierta duración), luchas étnicas, rebeliones anticoloniales y hasta la resistencia armada contra ocupantes extranjeros. Ahora bien, para ser una verdadera guerra civil de tipo moderno, debe haber una pugna armada generalizada cuyo objetivo es alcanzar el poder en el Estado. 

			Por lo general, las guerras civiles importantes de la Historia pueden agruparse en tres categorías: a) conflictos dinásticos sucesorios (que a veces combinan guerra civil con una gran guerra internacional, como en la guerra de Sucesión española de 1702-1714); b) guerras de secesión o de liberación nacional, y c) guerras civiles de índole política o ideológica a gran escala, destinadas a imponer o frustrar la creación de un régimen nuevo o revisado. Algunas han conjugado distintos tipos de conflicto o incorporado rasgos que las han dotado de un carácter todavía más complejo. Por ejemplo, cualquiera de esos conflictos puede incluir a otras pequeñas luchas civiles de orden secundario que, de mayor o menor gravedad, se libran dentro de uno de los bandos contendientes. Esto ocurrió con la lucha irregular dentro de algunas de las colonias americanas (inglesas o españolas) durante su pugna por la independencia, y un siglo más tarde también en la Guerra Civil española, en la Barcelona de mayo de 1937 y en el Madrid de marzo de 1939.

			La forma de guerra civil o conflicto interno con más raigambre histórica ha sido el conflicto sucesorio, porque en los regímenes tradicionales eran frecuentes los combates por el acceso al trono. Normalmente, se trataba de pugnas por el poder relativamente sencillas, aunque pueden encontrarse excepciones. En la Castilla medieval, por ejemplo, el más extenso enfrentamiento civil fue la guerra de sucesión de la década de 1360, que terminó con la derrota y muerte de Pedro I el Cruel. La famosa guerra de las Dos Rosas, que dominó la vida política de Inglaterra durante gran parte del siglo XV, fue un conflicto exclusivamente dinástico, mientras que la guerra civil catalana que tuvo lugar en el mismo siglo (1462-1472) fue algo diferente, ya que trajo consigo transformaciones de mayor calado en cuanto al sistema político y a sus instituciones sociales, sobre todo en lo referente a la servidumbre de una importante parte del campesinado. Algo parecido podría decirse de la guerra de las Comunidades de Castilla, que se libró entre 1520-1521. Fueron luchas provocadas en parte por lo que podemos llamar el fin de la Edad Media y el comienzo de la modernidad, pues se reclamaban tanto una reforma política como mayores derechos y representación. En la España moderna, el principal conflicto sucesorio, la guerra de 1702 a 1714, empezó como una confrontación puramente tradicional, aunque acabara alumbrando importantes transformaciones institucionales en la antigua Corona de Aragón (que dejaría de existir como tal). A partir de los siglos XV y XVI, incluso en las guerras civiles fruto de problemas sucesorios, comenzaron a surgir objetivos más complejos, con elementos de índole religiosa, social e institucional, y relativos a la formación del Estado.

			El segundo tipo más frecuente de guerra dentro de la misma unidad política ha sido la lucha de raíz secesionista, que en los últimos tiempos se ha denominado con frecuencia «guerra de liberación nacional». Guerras de secesión, de una u otra índole, se pueden encontrar en todos los periodos históricos y fueron relativamente habituales, por ejemplo, durante la Edad Media.

			La principal guerra civil del siglo XIX en el mundo occidental, que tuvo lugar en Estados Unidos entre 1861 y 1865, fue un conflicto puramente secesionista, que, por tanto, en principio no era una guerra civil propiamente dicha, aunque así se la haya llamado normalmente incluso en Estados Unidos. Los secesionistas confederados nunca pretendieron conquistar Estados Unidos ni imponer un nuevo sistema político. En gran medida, su Constitución era una copia de la de sus enemigos, aunque con más derechos para los Estados individuales y con garantías explícitas de mantenimiento de la esclavitud negra. El combate que libraron los confederados podría considerarse la guerra de liberación nacional más grande con resultado fallido, del mismo modo que la Guerra Civil española de 1936 comportó la revolución más profunda de la historia moderna europea con resultado también fallido.

			El tercer tipo de guerra civil, el que se caracteriza por un combate ideológico o revolucionario que aspira a cambiar drásticamente el sistema político y/o la sociedad con la implantación de normas totalmente nuevas, era casi inexistente en el marco político tradicional. Con todo, se podrían encontrar manifestaciones truncadas del mismo en forma de insurrecciones de esclavos o campesinos. Parece que en algunas ciudades-Estado griegas se registraron breves conflictos de este tipo.

			En la época moderna, cuyo comienzo situaríamos no más tarde de la Reforma protestante, el objetivo de la rebelión armada y la guerra civil, en ocasiones de importante calado, ha sido el de introducir modelos políticos o instituciones religiosas radicalmente distintos a los existentes, primero con las rebeliones husitas ocurridas en la Bohemia del siglo XV. Esos rasgos aparecieron también en algunos de los demás conflictos del tiempo de la Reforma, especialmente en las guerras de religión francesas, en la rebelión de los Países Bajos y en algunos otros territorios influidos especialmente por el calvinismo.

			En época más contemporánea, esos rasgos generaron guerras civiles revolucionarias. El término «revolución» entró en el vocabulario político general en el siglo XVII. Durante algún tiempo se utilizó para aludir a cambios de gobierno o de instituciones políticas de carácter fundamental, aunque la denominación fue aplicándose paulatinamente para hacer referencia a cambios básicos culturales y socioeconómicos. El primer gran ejemplo tuvo lugar en Inglaterra con la guerra civil y la revolución política de la década de 1640, absolutamente distintas de la guerra de las Dos Rosas. El primer caso laico, en el que la religión secular o política sustituyó a la espiritual y tradicional, fue la gran Revolución francesa de 1789, seguida de la guerra civil de 1793-1794 y de posteriores insurrecciones revolucionarias urbanas, sobre todo la de París de 1848, que alcanzaron un sangriento punto álgido con la Comuna parisina de 1871.

			La Revolución francesa fue una convulsión política e ideológica, y también muy nacionalista. No fue socialista, aunque después sería una gran fuente de inspiración para numerosos socialistas. Constituyó la revolución política y democrática del siglo XVIII por excelencia, aunque incluso en los países más avanzados la democracia genuina no se conoció durante mucho tiempo. La revolución del siglo XIX fue la del nacionalismo, de gran influencia en la mayor parte de Europa. Más tarde, en competición con el socialismo, esa revolución continuará hasta el fin de la Segunda Guerra Mundial.

			El socialismo creció durante la segunda mitad del siglo XIX, pero alcanzó el poder por primera vez en Rusia, la más atrasada de las potencias —no la segunda más avanzada, como Francia en el siglo XVIII— y en gran parte como consecuencia de una enorme catástrofe bélica, que destruyó el Estado y pulverizó lo que existía de sociedad civil. Ya en 1917, el concepto de revolución se había ampliado hasta aludir especialmente a acciones violentas destinadas a producir cambios drásticos en la estructura social y económica, y posteriormente ese concepto sería clave a la hora de distinguir la «verdadera revolución» de un puro y simple golpe de Estado o toma del poder. Durante la primera mitad del siglo XX, Europa no fue únicamente escenario de dos grandes guerras mundiales, sino de varias grandes revoluciones, guerras civiles revolucionarias y diversos tipos de golpes e insurrecciones políticas.

			Desde Tucídides y Aristóteles, filósofos e historiadores llevan casi dos mil quinientos años debatiendo asuntos relativos a las guerras civiles. Durante la época de la Guerra Fría, cuando los focos de conflicto se fueron desplazando paulatinamente al interior de los países que entonces se denominaban Tercer Mundo, el esfuerzo por comprender la guerra civil y la revolución se convirtió en un sector de estudios en auge. Se desarrollaron taxonomías y se publicaron estudios sobre multitud de casos, además de proponerse explicaciones e interpretaciones relativas a la estructura social y a las secuencias político-históricas, así como a la formación de diversos modelos políticos.

			Después del fin de la Segunda Guerra Mundial y con el comienzo de la época nuclear, las grandes guerras internacionales entre las potencias principales quedaron anticuadas, pues resultaban demasiado costosas y destructivas. Incluso en el Tercer Mundo una verdadera guerra internacional llegó a ser algo excepcional. Desde 1945, la única guerra internacional notable y continuada entre dos países fue la guerra de Irak e Irán de 1979 a 1987.

			Sin embargo, durante medio siglo, el mundo ha vivido una época de guerras civiles de todos los tipos —guerras civiles étnicas, religiosas y revolucionarias, guerras civiles con o sin intervención extranjera, guerras civiles muy breves o muy largas—. Muchas de estas luchas fueron o iniciadas o estimuladas por la rivalidad de los dos bloques de la Guerra Fría, e incluso cuando una potencia como Estados Unidos intervino directamente en estos conflictos, lo hizo en lo que fundamentalmente era una guerra civil, como en Corea y en Vietnam. Pero el fin de la Guerra Fría y la disolución de la Unión Soviética no acabaron con estos conflictos, sino que continuaron por razones étnicas, religiosas o secesionistas. Fuera del mundo de los países más desarrollados de Europa y del hemisferio occidental, las guerras civiles han llegado a ser el conflicto prototípico de nuestra época. Incluso en los márgenes de Europa, en la Federación Rusa y en los países vecinos influidos por Rusia, como Ucrania, la guerra civil sigue siendo una amenaza permanente con la forma de luchas por la secesión, a veces estimuladas por la intervención extranjera.

			
LA ÉPOCA DE LAS GUERRAS CIVILES REVOLUCIONARIAS EN EUROPA (1905-1949)


			Durante la primera mitad del siglo XX, confluyendo con la época de las guerras mundiales, Europa fue asolada por guerras civiles mortíferas. En ellas, un nuevo «revolucionismo» político y social convergió con el auge nacionalista, generando en ocasiones un conflicto aún mayor. Las excepciones a estas luchas violentas domésticas fueron principalmente los países más democráticos y constitucionales del noroeste de Europa, desde Francia hasta Suecia.

			Esta época de conflictos internos se inició en los países menos desarrollados y modernizados de la periferia de Europa —y más allá de esta—, con varios intentos de «quemar etapas» y de instalar cambios rápidos y revolucionarios. Así, empezó con la primera Revolución rusa de 1905, seguida por la semi-revolución iraní de 1906-1911, la gran rebelión campesina rumana de 1907, la exitosa revolución política de los Jóvenes Turcos de 1908, el golpe militar griego de 1909 —que implantó un régimen más liberal— y el inicio de las revoluciones mexicana y china entre 1910 y 1911, junto a la triunfante revuelta republicana portuguesa de 1910.

			Aun así, no en todos los casos estas iniciativas radicales, con su consiguiente represión por parte de los poderes establecidos, desencadenaron mucha violencia. En Europa sí que la hubo, pero desde la represión de la Comuna de París, con sus 16.000 muertos oficialmente registrados[1]. En Turquía hubo verdaderos actos genocidas aun antes de la guerra mundial, con unos 200.000 armenios cristianos masacrados en los pogromos de 1894 y 1909, siendo este último el primer gran estallido de violencia yihadista del siglo XX. Por otra parte, entre 1903 y 1909 se asistió en Rusia a una larga serie de acciones terroristas, realizadas de manera sistemática y a gran escala.

			La suerte de estos intentos de revolución o de cambios radicales fue muy desigual. La primera Revolución rusa fue firmemente reprimida, como pasó con la rebelión campesina rural rumana. La revolución iraní fracasó, y los Jóvenes Turcos fueron derrocados por la guerra mundial, aunque aspectos importantes de su proyecto sí se llevaron a cabo más tarde de la mano de Kemal Ataturk. El golpe portugués tuvo un éxito relativo durante una generación, mientras las rebeliones mexicana y china iniciaron procesos revolucionarios que duraron años.

			Las rebeliones políticas y sociales pasaron directamente a Europa con el fin de la Primera Guerra Mundial, que disolvió los imperios de Rusia, Turquía, Alemania y Austria-Hungría. El suceso de mayores consecuencias históricas fue el estallido de la Revolución rusa en 1917, un proceso marcado por la imposición de la dictadura bolchevique unos meses después. El bolchevismo provocó una gran guerra civil en Rusia, la más mortífera en la historia europea, y su triunfo alentó el radicalismo en muchos otros territorios. Aunque el intento de invadir Europa entre 1918 y 1920 fracasó, la formación de la Internacional Comunista (Comintern) reforzó los intentos de iniciar procesos revolucionarios en muchos países.

			La época de verdaderas guerras civiles entre revolucionarios y contrarrevolucionarios se inició en Finlandia y en Rusia en 1918, y acabaría extendiéndose a gran parte del mundo, pero sin llegar a afectar a ninguno de los países más avanzados, con la excepción, hasta cierto punto, de Alemania. La guerra civil rusa de 1918-1922 fue una catástrofe sin precedentes, con más de 10 millones de muertos (principalmente a causa de la hambruna y las epidemias, desastres en parte provocados por las políticas estatales). En los países bálticos, la guerra civil se vivió más como una guerra de liberación nacional, puesto que el objetivo no era solo derrotar a los comunistas, sino liberarse del imperialismo, tanto zarista como bolchevique. Una pauta distinta se siguió en sociedades de Estados consolidados, como Alemania e Italia, donde tuvieron lugar sangrientos conflictos políticos y sociales. En Hungría, donde un régimen revolucionario asumió brevemente el poder, hubo una guerra civil de escasa magnitud, pero también surgieron múltiples movimientos de liberación de sus diversas nacionalidades, acompañados por la intervención extranjera. En países tan distantes como Polonia y Portugal, el conflicto político fue en ocasiones violento, pero no implicó revoluciones sociales y nunca desembocó en una guerra civil propiamente dicha —con la excepción de dos meses en Portugal—. Asimismo, las intentonas de insurrección comunista en Bulgaria y Estonia (1924) no lograron reavivar el conflicto y fueron duramente reprimidas. La última guerra civil revolucionaria después de la Primera Guerra Mundial tuvo lugar en España en la década siguiente, aunque la percepción de la misma se vio enormemente influida por las intervenciones extranjeras registradas en el país, de manera que, según algunos, la guerra en España, más que constituir únicamente un puente entre dos épocas, forma parte de la Segunda Guerra Mundial.

			Dentro del extraño mundo de la Unión Soviética, la violencia, que continuó siendo enorme, convivió con un mínimo grado de insurgencia que no logró desatar una nueva guerra civil, y no solo por la capacidad del Estado soviético de librar una especie de guerra continua contra sus propios ciudadanos. La intermitente resistencia de ciertos sectores de las minorías musulmanas nunca logró cristalizarse en un único movimiento.

			Fuera de Europa, la Revolución mexicana se prolongó durante bastante tiempo con otra guerra civil limitada provocada a finales de la década de 1920, cuando el régimen nuevo reprimió duramente al catolicismo. El proceso más caótico tuvo lugar en China, que durante años corrió el riesgo de desintegrarse. Al final, la guerra civil entre el nuevo régimen revolucionario nacionalista (Kuomintang) y el movimiento comunista, iniciada en 1927, siguió durante dos décadas un tortuoso camino que pasó por varias fases. Fue un conflicto en el que los primeros revolucionarios acabarían desempeñando el papel de contrarrevolucionarios contra los comunistas.

			La última fase en Europa tuvo lugar en la década de 1940, formando una parte del complejo proceso de la Segunda Guerra Mundial en los países balcánicos. En la Yugoslavia ocupada por los alemanes, y después en Grecia, se desarrolló una especie de guerra civil multipolar. Entre 1943 y 1945, en la Italia septentrional ocupada se libró una forma de guerra civil asimétrica entre fascistas y antifascistas, mientras que en las fronteras occidentales de la Unión Soviética se registraron conflictos internos, con la misma forma de guerra civil asimétrica, por parte de nacionalistas y patriotas ucranios, polacos y bálticos en contra de la ocupación soviética —en los países bálticos, el conflicto no desapareció totalmente hasta mediados de la década de 1950—. La última guerra civil europea propiamente dicha se libró en Grecia entre 1944 y 1949. En Yugoslavia, con la ayuda del Ejército soviético, ganaron los comunistas, mientras que en Grecia, gracias al apoyo de los británicos y norteamericanos, triunfaron los anticomunistas.

			
LA GUERRA CIVIL EN EL MUNDO CONTEMPORÁNEO


			A lo largo del medio siglo de Guerra Fría que siguió al conflicto mundial, estallaron insurrecciones revolucionarias en muchas partes del entonces denominado Tercer Mundo en lugares como Vietnam, Filipinas, Malasia, Cuba, Yemen, Nicaragua, Angola y Mozambique, por citar solo algunos ejemplos. En la mayoría de esos países se crearon condiciones que favorecieron las insurgencias y la guerra interna, y en algunos tuvieron lugar guerras civiles de consideración. Organizaciones terroristas de carácter revolucionario causaron graves conflictos en Turquía, en varios países hispanoamericanos y, en realidad, en una parte considerable del mundo, incluyendo Italia y España, aunque sin llegar a generar condiciones cercanas a las de una verdadera guerra civil, salvo en varios países hispanoamericanos. Cuando dichas condiciones coincidieron con reivindicaciones de carácter nacionalista —combinando la revolución del siglo XIX y la del XX—, los conflictos se agravaron aún más.

			Lo característico de las guerras civiles revolucionarias del siglo XX era enfrentar a los colectivistas revolucionarios —generalmente comunistas, pero no siempre— con diversas fuerzas conservadoras o, al menos, anticomunistas y contrarrevolucionarias, que iban desde los grupos liberal-demócratas hasta los fascistas. En varios casos importantes, como los de Rusia y China, los revolucionarios ganaron, aunque, por lo general, los contrarrevolucionarios se impusieron en Europa —Finlandia, el Báltico, Hungría, España, Grecia— y las insurrecciones revolucionarias fueron reprimidas en Filipinas, Malasia, Centroamérica y otros lugares.

			Una de las diferencias principales entre las guerras civiles revolucionarias, los conflictos internacionales y las guerras civiles de cuño más tradicional se encuentra en su mayor tendencia a la deshumanización del oponente y en el alcance relativo de las atrocidades cometidas contra la población civil, aunque es evidente que casi todos los conflictos implican algún tipo de atrocidad contra los no combatientes. En las guerras civiles tradicionales generalmente había una mayor disposición a reconocer la humanidad del adversario, como ha sucedido también en muchas guerras internacionales. Por el contrario, las guerras civiles revolucionarias podrían considerarse combates entre civilizaciones opuestas, entre unas concepciones del Estado, de la sociedad y de la economía radicalmente distintas que no toleran compromiso alguno.

			Sus protagonistas han tendido a ver en el oponente no solo a un adversario político, sino al portador de una cultura o una religión totalmente enemiga, de un credo absolutamente distinto con unos valores y una moral que ponen en peligro todas las dimensiones vitales. En consecuencia, es habitual que el objetivo en esos casos no sea solo la victoria militar, sino la completa extirpación —de una u otra forma— del oponente, lo que con frecuencia ha desembocado en represiones y ejecuciones de carácter masivo. Aún antes de que se produjeran las revoluciones modernas, varios observadores ya señalaron esta tendencia en las guerras civiles.

			Otros dos aspectos incrementan el derramamiento de sangre durante las guerras civiles. El primero es la ausencia de una línea clara divisoria entre los dos contendientes dentro del mismo país, de manera que la posibilidad de que exista un «enemigo interno» es mucho mayor que en las guerras internacionales. Esta es una circunstancia ubicua, que dramáticamente pone de relieve el concepto de «quinta columna» desarrollado en la España de 1936. Aparte de esto, la quiebra de la ley y del orden durante las guerras civiles permite, y en ocasiones fomenta, la comisión de actos violentos por motivos privados, frutos de deseos de venganza estrictamente personales, a veces de índole nada política.

			Fue durante la guerra civil estadounidense cuando surgió la expresión «rendición incondicional», que hace imposible cualquier compromiso dirigido a permitir la existencia continuada de ambos bandos. En una unidad política no partida, solo un bando puede ostentar el monopolio de la violencia. «Por esta razón, las guerras civiles son las más brutales de todas, acentuando la animadversión y el ejercicio de la violencia hasta ­llevarlo a límites extremos»[2]. Sin embargo, en las guerras internacionales que enfrentan a dos estados consolidados con frecuencia se produce cierto grado de reconocimiento, tanto del enemigo como de las normas de la guerra, y ninguno «se esfuerza por destruir totalmente el enemigo»[3].

			Por el contrario, las guerras civiles «generan un grado ilimitado de radicalización». Las contiendas civiles y las internacionales están «conceptualmente en las antípodas», ya que las primeras se impulsan gracias a «cuestiones de índole religiosa, valores, factores ideológicos y principios»[4].

			Mao Zedong ya señaló que «la revolución es la movilización del odio». La consiguiente violencia revolucionaria es importante por su simbolismo y por su función religiosa, tanto como violencia sacrificial y redentora como por la función purgativa que conlleva el asesinato de chivos expiatorios. Por su parte, los contrarrevolucionarios, que condenan la violencia revolucionaria, ven en el sacrificio de los chivos expiatorios muertos por esa violencia una función redentora que les identifica como mártires. Postulan que ese sacrificio tiene un carácter redentor para la propia causa contrarrevolucionaria.

			El caso más puro de esta tendencia se dio después de la Guerra Civil española, cuando se produjeron una serie de beatificaciones de miembros del estamento eclesiástico martirizados. El fenómeno se observó por primera vez en la Europa moderna durante las guerras de religión de los siglos XVI y XVII, manifestándose hasta sus últimas consecuencias durante el Terror de la Revolución francesa, que pudo acabar con la vida de 40.000 personas, mientras que en la consiguiente guerra civil, que también llevó el terror a varios distritos rurales, la cifra de muertos en las matanzas puede alcanzar los 200.000. Asimismo, en algunos países la represión contrarrevolucionaria fue igualmente mortífera, empezando por la represión de la Comuna de París en 1871.

			
ESPAÑA, ¿PAÍS DE GUERRAS CIVILES?


			Observando su historia de los dos últimos siglos, en ocasiones se ha dicho que España es un país especialmente proclive a los conflictos civiles. Sin embargo, si la comparamos con otros territorios, no se puede afirmar que en la España de los siglos XVI a XVIII hubiera una mayor tendencia a la violencia interna que en otros países occidentales. Esto cambió radicalmente durante el siglo XIX y la primera mitad del XX, una época en la que España entró en un proceso de rápida y extensa modernización política, económica y social, proceso para el cual no estaba muy bien preparada.

			El siglo XIX fue especialmente convulso, con la historia política más complicada de entre todos los países europeos —e incluso del mundo— y, además, confusa para el estudiante de Historia. Los primeros tres cuartos del siglo conforman la «época de los pronunciamientos», aunque las intervenciones militares no constituyeron la variable independiente de esta historia política convulsa y compleja, sino que reflejaban las profundas divisiones civiles que existieron hasta la restauración de la monarquía borbónica en 1874.

			Para colmo de males, España pasó más años enzarzada en guerras de todo tipo que cualquier otro país del mundo —más que, por ejemplo, Rusia—. El siglo empezó y terminó con conflictos internacionales de envergadura: la enorme contienda de la Guerra de la Independencia contra Napoleón, y la Guerra de Cuba, que terminó con el enfrentamiento contra Estados Unidos, a las que hay que añadir la guerra con Marruecos en 1859-1860. España se convirtió en esa época en el clásico país de las guerras civiles, con luchas repetidas entre liberales centralistas y tradicionalistas regionales, consecuencia de haber preservado en partes del país una sociedad tradicional bien protegida por sus instituciones y con una fuerte identidad católica. El liberalismo quedó limitado por el ritmo lento de la modernización económica, pero también influyó el gran coste de las guerras y el hecho de que la invasión napoleónica causó más destrucción —tanto demográfica como económica— que en cualquier otro territorio[5]. 

			Las insurgencias armadas fueron muy frecuentes: primero, el conflicto entre liberales y absolutistas de 1822-1823, luego la rebelión de los campesinos catalanes (guerra dels agraviats) de 1827, seguida de la devastadora Primera Guerra Carlista (1833-1840), la insurrección carlista en Cataluña de 1846 a 1849 (a veces denominada exageradamente «Segunda Guerra Carlista»), la Segunda Guerra Carlista (1869/1873-1876) y el conflicto cantonalista republicano de 1873-1874. A todo ello deben añadirse numerosos pronunciamientos militares, varios de los cuales desembocaron en conflictos militares, y hasta 1874 una larga serie de motines e insurrecciones urbanas. Y si todo esto no fuera suficiente, España gastó —proporcionalmente— más que cualquier otro país en campañas coloniales, empezando con una década de batallas inútiles en América, en Cuba, pasando por la guerra de los Diez Años (1868-1878), la «Guerra Chiquita» de 1879-1880 y luego la campaña final (1895-1898). Un siglo convulso y violento, cuyo lento crecimiento económico no sorprende a nadie. Solo otro país pasó por tres guerras civiles en el mismo siglo, Colombia, donde la situación era semejante: liberalismo débil y fragmentado, conflictos religioso-civiles y grandes diferencias regionales.

			¿Por qué era España el escenario perfecto para la guerra civil en el siglo XIX? Las guerras internacionales derivaban de la herencia colonial y de la situación geográfica del país, pero el motivo principal de los conflictos civiles fue el enfrentamiento entre los liberales y los tradicionalistas o carlistas, lo que frecuentemente se ha explicado por la escasa fuerza y las profundas divisiones internas del liberalismo decimonónico. Sin embargo, el liberalismo era igualmente débil en otros países y no propició el estallido de prolongadas guerras civiles. Sería posible poner la cuestión al revés y decir que, si tenemos en cuenta el nivel de modernización del país, el liberalismo español fue sorprendentemente fuerte y precoz. Gracias a complejas razones sucesorias, logró implantarse en el Estado y vencer en las contiendas civiles.

			Quizá sea más pertinente indagar en las causas de la fortaleza del tradicionalismo carlista. El Antiguo Régimen aún estaba vigente en la España del siglo XIX, y en ciertas regiones mucho más profundamente que en ningún otro lugar de Europa Occidental, incluso más que en Portugal, que era un país bastante menos desarrollado. Hay que tener en cuenta que el País Vasco y Navarra poseían unas estructuras provinciales específicas, y que Cataluña mantenía una identidad diferenciada, lo que proporcionaba a los tradicionalistas una base más fuerte y organizada que en otros lugares.

			Después de la gran devastación de la Guerra de la Independencia, la Primera Guerra Carlista de 1833-1840 fue especialmente costosa. De una población de unos 13 millones, el Gobierno liberal llegó a movilizar hasta medio millón de hombres, mientras los carlistas —que no contaban con los recursos financieros de un Estado ni con una base geográfica amplia— reclutaron alrededor de una tercera parte de esa cantidad. Fue también un conflicto marcado por las ejecuciones de civiles por ambos lados, aunque en números mucho más pequeños que en 1936-1939. El Ejército regular (liberal) perdió 66.000 hombres, cifra a la que deben añadirse las pérdidas menores entre los milicianos (además de unas 2.800 bajas entre los voluntarios británicos), de modo que las fuerzas liberales en total tuvieron al menos 80.000 muertos. Y a todo esto debemos sumar las numerosas bajas carlistas. Al menos un 1 % de la población murió entre los caídos de uno y otro bando. Aunque esta proporción es muy inferior a la de la guerra de Secesión estadounidense, supera al porcentaje de bajas militares registrado en la Guerra Civil de 1936-1939. 

			Si bien no tuvieron unas consecuencias tan nefastas como las de las guerras del siglo XVII, las continuas guerras deben considerarse uno de los factores fundamentales que explican el retraso español del siglo XIX.

			


		
			
1
LA DEMOCRACIA REPUBLICANA EN ESPAÑA


			Tras convocar sus primeras elecciones parlamentarias modernas en 1810, España inició una de las historias de liberalismo parlamentario más largas del mundo. Sin embargo, la historia de ese «largo siglo» del liberalismo español —que duró ciento veintiséis años hasta 1936— ha estado plagada de frustraciones y fracasos. En primer lugar, costó treinta años y una agotadora guerra civil para consolidar un régimen liberal, hecho que no se consiguió hasta 1840. En segundo lugar, el sistema tuvo que enfrentarse a dos grandes problemas: lograr que la monarquía parlamentaria respetara las leyes y la soberanía parlamentaria, y resolver el problema de la representación mediante un sufragio más directo y unas elecciones honestas.

			Durante gran parte del reinado de Isabel II (1843-1868), España disfrutó de un sufragio sorprendentemente amplio si tenemos en cuenta su nivel de modernización, e incluso innovó en algunas reglas y normas en la administración de las elecciones. Sin embargo, el sufragio seguía siendo muy limitado, como, por otro lado, ocurría en la Europa de la época. El derrocamiento de la dinastía borbónica y la introducción del sufragio universal masculino no resolvieron el problema, y la inauguración de una República Federal mediante una especie de «pronunciamiento parlamentario» en 1873 empeoró la situación, sembrando el caos y dando lugar a varias guerras civiles. Es decir, en distintos momentos, el país había vivido bajo una política liberal, pero nunca de una manera permanente.

			Sí se alcanzó la estabilidad con la restauración de la dinastía borbónica, bajo el reinado de Alfonso XII, en 1874. Quince años después se repuso el sufragio universal masculino, con lo que, técnicamente, en 1890 se había instaurado la democracia, aunque la realidad era muy diferente. La participación en las elecciones era incierta, y las votaciones, en muchas ocasiones, se veían corrompidas de diferentes maneras. Era la época del «caciquismo» clásico, e incluso algunas voces afirmaban que la sociedad española, aún semianalfabeta y muy atrasada, no estaba preparada para la democracia, mientras que otras insistían en que esa misma democracia estaba dominada por una élite corrupta. Ambos puntos de vista tenían algo de verdad.

			El ritmo de desarrollo fue bastante moderado durante el siglo XIX, pero comenzó a acelerarse en el nuevo siglo y durante la Primera Guerra Mundial —España fue el país neutral europeo más significante—, y aún más durante la década de 1920, cuando alcanzó la tasa de crecimiento más alta de su historia. En 1930 el país había cambiado profundamente y, en parte, se trataba de una transformación tan visible que nadie podía ­negar.

			Sin embargo, los conflictos sociales complicaban las relaciones políticas. Aunque el Partido Socialista (PSOE) se había fundado en 1879 y la Unión General de Trabajadores (UGT) en 1888, durante casi medio siglo el movimiento socialista español fue el más débil de entre los creados en los grandes países europeos. El terrorismo anarquista estalló en Barcelona en la década de 1890, y también en los primeros años del siglo XX, aunque no consiguió demasiadas acciones notables —la más importante fue el asesinato de Antonio Cánovas del Castillo, presidente del Gobierno en 1897— hasta que no se combinó con el sindicalismo revolucionario, dando lugar a la Confederación Nacional del Trabajo (CNT) en 1910. Al final de la Primera Guerra Mundial ya era el primer movimiento obrero de masas en España. Espoleado por el dinero alemán, inició en Barcelona una lucha de clases violenta —en 1917 se produjo el primer asesinato de un empresario industrial—, abriendo el camino a lo que se conoce como la «época del pistolerismo». Entre 1917 y 1923, en Barcelona y en otras ciudades murieron al menos 300 personas asesinadas por los pistoleros sindicalistas o de la «Policía patronal»[6], y, en ocasiones, a manos de la Policía barcelonesa bajo la denominada «ley de fugas». En 1917, la UGT protagonizó el primer intento de huelga general nacional, pero el fracaso fue estrepitoso. En la huelga y en la subsiguiente represión murieron cerca de 80 personas, lo que hizo que la UGT adoptara tácticas más pragmáticas. Los años de la guerra mundial habían generado prosperidad para las clases altas, pero la inflación y la escasez ahogaba a la clase obrera, por lo que las tensiones sociales seguían siendo significativas.

			La primera parte del siglo XX estuvo caracterizada por el reformismo, la expansión y el progreso, con una clara tendencia hacia la democratización, aunque sus logros se vieron influidos negativamente por la división interna y la fragmentación. Los dos partidos del llamado «turnismo» —conservadores y liberales— padecían un evidente faccionalismo por grandes rivalidades personales, y la vida parlamentaria parecía estancada. Para colmo de males, la lucha contra la insurgencia autóctona en el Protectorado marroquí prácticamente se perdió en 1921, dando lugar a un vergonzante colapso militar.

			En septiembre de 1923, con el beneplácito de Alfonso XIII, el capitán general de Barcelona, Miguel Primo de Rivera, actuó como un dictador «temporal» —técnicamente, fue el primer dictador en la historia de España— con el fin de resolver los problemas más inmediatos del país y llevó a cabo una gran reforma política. Con ayuda de Francia, Primo de Rivera pacificó el Protectorado y puso fin al terrorismo declarando ilegal a la CNT. Sin embargo, lo que teóricamente solo duraría unos meses se prolongó en el tiempo, y en 1926, conseguida una paz relativa, Primo de Rivera seguía en el poder y, de una manera lenta y bastante torpe, comenzó a elaborar una nueva Constitución, menos liberal y más autoritaria, que no contó con los apoyos suficientes, por lo que tuvo que abandonar el proyecto. Seguramente, si Primo de Rivera hubiera dimitido a tiempo, su imagen en la historia de España habría sido muchos más positiva, ya que, al fin y a la postre, supo solucionar varios entuertos graves. Una gran parte de la opinión liberal del país le dio una ferviente bienvenida en 1923, pero seis años después los apoyos habían desaparecido y el régimen del dictador ya no tenía futuro. Empujado por el rey Alfonso XIII, Primo de Rivera dimitió en 1930 y poco después murió de diabetes en París. Desde un punto de vista estrictamente político, llevó a España a un callejón sin salida.

			El nuevo Gobierno nombrado por el rey, bajo el mando del general Dámaso Berenguer, buscó la manera de regresar al constitucionalismo parlamentario, pero no fue lo suficientemente hábil y rápido. Por primera vez en más de medio siglo, el sentimiento republicano comenzó a crecer. Desde una perspectiva histórica, podemos afirmar que el derrumbamiento de la monarquía parlamentaria supondría un duro golpe para la convivencia cívica, y no porque aquella poseyera una varita mágica —la mayoría de las verdaderas democracias funcionan bien sin monarquía—, sino porque España, en el siglo XIX, había tenido serios problemas de estabilidad, y en la década de 1930 la cultura europea entró en una profunda crisis, circunstancia que inevitablemente tendría consecuencias negativas para el país. Durante medio siglo, la monarquía parlamentaria había conseguido cierto éxito en su papel de moderador (regulando el acceso al Gobierno) y era un símbolo de unidad y continuidad, cualidades que, al desaparecer, dejarían al país al borde del desastre.

			No hay duda de que Alfonso XIII se había desacreditado al consentir la Dictadura de Primo de Rivera, pero cabe preguntarse si un regreso inmediato a las elecciones generales tres meses después de caer el dictador habría permitido el retorno a una monarquía parlamentaria funcional, reformista y democratizadora. El rey y el general Berenguer deberían haber tomado una decisión arriesgada y, si bien no existían garantías de éxito, era su única opción. Las tácticas dilatorias actuaron como un bumerán. Los antiguos partidos monárquicos casi habían desaparecido y a los líderes que quedaban les aterrorizaba dar un salto al vacío, aunque esto es lo que sucedió en abril de 1931. La opción de convocar elecciones inmediatas podría haber fracasado, pero es difícil imaginar un resultado peor del que finalmente se produjo.

			Después del desastre de 1873-1874, el republicanismo tenía mala prensa en España, y durante bastante tiempo sus partidarios fueron poco numerosos y estaban muy divididos, como lo estuvo la misma República Federal. Sin embargo, poco a poco, durante la Dictadura de Primo de Rivera la situación comenzó a cambiar. Se fundaron nuevos partidos más radicales y se creó una alianza republicana. Finalizada la Dictadura, las tácticas dilatorias y la confusión del Gobierno les proporcionaron una ventaja considerable, cada vez mayor, e incluso algunos políticos monárquicos anunciaron su conversión al republicanismo. En junio de 1930 se formó un Comité Revolucionario presidido por Niceto Alcalá-Zamora, el más veterano y conocido de estos conversos. Era un político inteligente, abogado de formación y gran erudito, que había sido jefe de la facción más pequeña del antiguo Partido Liberal. Católico y más conservador que los demás republicanos, también era un hombre hipersensible y muy egocéntrico. Posteriormente, el Comité Revolucionario consiguió el apoyo de una parte de los socialistas y de los catalanistas de izquierda (Esquerra).

			Aunque el Gobierno había anunciado que pronto convocaría elecciones generales, el Comité Revolucionario pensaba recurrir al estilo convulso decimonónico y lanzar una insurrección violenta en cuanto fuera posible, mediante el típico pronunciamiento militar mal organizado. Esto se produjo a mediados de diciembre de 1930. Las tropas del capitán Fermín Galán, que dio el primer paso en Huesca el 12 de diciembre, mataron a tres policías que trataban de mantener el orden. Fueron las «primeras víctimas de la plaga de violencia política que se abatió sobre España durante el decenio de los años treinta del siglo XX»[7], las primeras de las más de 250.000 personas que murieron. El pronunciamiento fracasó debido a la escasa respuesta en el estamento militar, si bien en las huelgas violentas convocadas por la CNT —que había renacido gracias a la política tolerante de Berenguer— fallecieron 20 personas más.

			No obstante, el Gobierno carecía de iniciativa y de prestigio moral para reprimir a los republicanos, que pronto recobraron la libertad, como si el intento de derrocar violentamente al Gobierno no fuera más que un deporte. Al fin, un segundo ­Gobierno designado por el rey convocó elecciones municipales para el 12 de abril de 1931. Los candidatos monárquicos ganaron la mayoría de los escaños, pero la coalición republicana triunfó en casi todas las ciudades principales y en las capitales de provincia. La moral de los monárquicos se desplomó y, en la noche del 14 de abril, Alcalá-Zamora y sus colegas se hicieron con el Gobierno nacional en un «pronunciamiento civil», casi totalmente incruento, dando inicio a la etapa más polémica de la historia contemporánea española. 

			
DILEMAS DE LA SEGUNDA REPÚBLICA


			El nuevo Gobierno republicano se presentó como una democracia constitucional y no hay duda de que esencialmente, pero no del todo, lo fue durante casi cinco años, hasta las elecciones de febrero de 1936. Su conducta y sus procedimientos fueron deficientes en algunos aspectos, como el respeto de los derechos civiles, por lo que la afirmación del distinguido historiador Javier Tusell de que la Segunda República constituía «una democracia poco democrática» es del todo acertada; sin duda alguna, la mejor definición en cuatro palabras. Pero, como decimos, durante cinco años, en sus procedimientos principales fue un régimen democrático. No convocó ningún referéndum para legitimarse, pero durante ese lustro fue un régimen legítimo sencillamente porque la mayoría de los españoles lo veían así.

			Pero, a la vez que se iniciaba el régimen democrático, se puso en marcha un proceso revolucionario cada vez más violento que pronto ofreció el espectro más amplio de movimientos revolucionarios de toda Europa, planteando una serie de exigencias, cada vez más radicales, que ningún país del mundo —y desde luego, ninguna democracia— podría haber satisfecho. Al principio, una pequeña minoría de extrema derecha reaccionó de manera histérica al grito de «¡La República nos lleva al comunismo!». En 1931, este planteamiento parecía absurdo, pero seis años después se demostraría que no estaba tan lejos de la verdad.

			El nuevo régimen nació con ciertas ventajas respecto a algunas de las nuevas repúblicas de la Europa del Este en 1919. Durante algún tiempo, España fue relativamente inmune a varias de las principales fuerzas motivadoras del gran conflicto europeo, como el nacionalismo —a excepción del periférico— y el imperialismo, mientras que, por la misma razón, el fascismo fue bastante débil hasta las últimas semanas de la República. En 1930, por vez primera, menos del 50 % de los españoles trabajaba en el campo. Proporcionalmente, el impacto de la depresión fue menor que en muchos otros países, en especial en lo referente al aumento del desempleo urbano, y, de hecho, en 1935 una parte considerable de la economía experimentó cierta recuperación —al menos, más que en Francia—.

			Sin embargo, existían problemas estructurales de difícil solución, sobre todo, la situación de los cerca de dos millones de jornaleros y sus familias que estaban sometidos a un paro estacional y cuya conflictividad aumentó como consecuencia de la rápida modernización de la sociedad en general. Otro aspecto destacable era la incompleta integración de las distintas regiones del país, cuyos dispares niveles de modernización provocaron un problema estructural que exacerbó los nacionalismos periféricos y que estos fomentaron aún más, añadiendo una dimensión horizontal a las divisiones sociopolíticas verticales.

			Es una paradoja de la historia española que el relativamente rápido desarrollo que tuvo lugar entre 1915 y 1930 no lograra superar los conflictos internos, sino que, por el contrario, se agudizaran sus consecuencias políticas. Las numerosas mejoras, junto con la expansión de la alfabetización y la creciente movilización, habían elevado tanto los niveles de conciencia política como las expectativas de una sociedad que era más moderna y productiva, y que exigía —o, al menos, lo hacía una parte significativa— cambios aún más rápidos. Durante 1930, España comenzó la fase intermedia de la industrialización, en la que los conflictos sociales se agravaron al máximo. En ese momento, los trabajadores ya se hallaban lo suficientemente movilizados como para elevar el tono de sus exigencias, pero, al mismo tiempo, el país no tenía a su alcance los medios para completar la industrialización y lograr una prosperidad generalizada.

			Fue en esa coyuntura cuando crearon las condiciones ideales para generar un proceso revolucionario cuyo origen no era la opresión, sino las exigencias de cambios y de mejoras rápidas que, de repente, dieron lugar a una revolución violenta y no a una contemporización pacífica. Esta teoría fue explicada por vez primera en El Antiguo Régimen y la Revolución, de Alexis Tocqueville, dondese expone la clásica teoría conductista de la revolución en contraposición de la marxista, basada en el materialismo y en las condiciones socioeconómicas. Aunque dichas condiciones pueden ser también importantes, la revolución moderna y violenta es el resultado —psicológico, en primera instancia— de las aspiraciones crecientes de la sociedad, como sucedió durante el proceso de modernización rusa de la primera parte del siglo XX y en la España de la década de 1920, siendo esta última una sociedad más articulada que la rusa. La llegada de la República fomentó las aspiraciones sociales, que se vieron interrumpidas por los efectos de la Gran Depresión, por la victoria del centro-derecha en las elecciones de 1933 y por la derrota de la insurrección revolucionaria de 1934. Esta teoría conductista de la revolución ilumina la situación de Francia en 1789, de Rusia en 1917 y de España en la década de 1930, y también de otros países.

			En cambio, una gran parte de los españoles continuaban siendo moderados o claramente católicos y conservadores. Los partidos revolucionarios, incluso unidos con las izquierdas «burguesas», nunca lograron una clara mayoría de votos en unas elecciones democráticas. La derecha esencialmente moderada de la Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA) superó con creces a la derecha radical autoritaria, precisamente por ser más moderada y legalista. Se podría decir que el país era radical y revolucionario en su conjunto solo si se añade la derecha radical a las izquierdas, y, aun así, no lo sería por mucha diferencia. Sería más exacto decir que había importantes minorías radicales y revolucionarias que sí disfrutaban de oportunidades en un régimen democrático aún no consolidado e inmerso en una crisis económica y política sin precedentes.

			En la Europa de aquel momento, España iba a contracorriente, como en 1820-1823. En la década de los años veinte, tras la primera etapa de democratización, las nuevas tendencias de cambio —salvo en la Unión Soviética— se inclinaban hacia la derecha, y en la de los años treinta hacia la derecha autoritaria y el fascismo. La coyuntura, ciertamente, era negativa, porque en los años treinta se encuentra el enfoque principal de la «larga generación» de guerras mundiales e intensos conflictos sociopolíticos que se extendió de 1914 a 1945. Este fue el periodo de más luchas internas y externas simultáneas en la historia de Europa, provocadas por los conflictos de masas originados por la industrialización, la búsqueda de igualdad y el nacionalismo moderno. Los años de la Gran Depresión no fueron propicios para nuevos experimentos democráticos.

			La coyuntura general —con los cambios que habían tenido lugar en Europa central— sin duda influyó en el país, pero más en lo que a recelos y temores se refiere que como una inspiración positiva. Las izquierdas marxistas se sentían cada vez más atraídas por el espejismo de la revolución tal y como la había representado la revolución bolchevique. Al mismo tiempo, se encontraban lo bastante lejos de la tétrica realidad de la Unión Soviética estalinista como para sucumbir al desencanto, al menos hasta 1938-1939, cuando dicha realidad ya se introdujo parcialmente en la zona republicana. Casi más importante fue la aversión demostrada por las izquierdas ante la victoria del fascismo en Europa central en 1933-1934, fenómeno que tuvo un claro «efecto llamada» en diversos países y que contribuyó a la polarización en España.

			Pero los problemas más serios derivaron de los profundos errores de los líderes políticos, de sus decisiones y de las relaciones existentes entre los partidos organizados, y no tanto de situaciones coyunturales o estructurales. El sistema republicano no contó con líderes de relevancia, aunque de ningún modo España fue el único país que en la época adoleció de esta característica. El drástico cambio de dirigentes políticos que tuvo lugar en 1931 se repitió en las dos elecciones siguientes, debido en parte a las exageradas consecuencias de la ley electoral, y la falta tanto de experiencia como de pericia de los diputados fue uno de los obstáculos más destacados del nuevo régimen. Las figuras más tolerantes y conciliadoras de la República se encontraban entre la minoría de centristas y conservadores moderados, que ya habían adquirido experiencia en el régimen anterior, pero se vieron ampliamente superados en número por los novatos radicalizados.

			Así pues, los problemas políticos de la República comenzaron con los propios fundadores. Afirmaban representar una ruptura decisiva con el pasado, lo que no significaba aspirar a un nivel superior, sino al rechazo de la monarquía parlamentaria, pero acompañado por una vuelta a las convulsiones y el exclusivismo de los años anteriores a 1874. La ruptura, en realidad, fue con el medio siglo liberal y tolerante que precedió a 1923, y lo que se produjo fue una vuelta al tenaz sectarismo y el enorme personalismo de la política partidista decimonónica, así como a la insistencia en considerar que el Gobierno era más una especie de patrimonio que una representación de los diversos intereses nacionales.

			El exceso de confianza de los republicanos de izquierda y de los socialistas se debió al aparente éxito inicial de la ruptura de 1931, cuando muchos moderados, e incluso conservadores votaron a los republicanos de izquierda, lo que durante algún tiempo mantuvo desorientados a los monárquicos. Esa situación dio lugar a unas Cortes Constituyentes y a una Constitución que no representaban al país en su conjunto. Sin duda, un Parlamento más genuinamente representativo habría elaborado una Constitución más moderada y, aun así, relativamente progresista, que habría hecho de la República una forma de gobierno más aceptable para una gran parte de la opinión pública. Podría haber favorecido, por ejemplo, el contagio del liberalismo de las clases medias a una parte significante de la población rural conservadora e incluso a la minoría obrera no revolucionaria, que no era insignificante.

			La nueva Constitución de 1931 codificó principios básicos. Fue concebida a partir del programa de un importante sector de los partidos políticos izquierdistas, que se impusieron a quienes no compartían sus valores. En aspectos clave, esta Carta Magna no fue un producto del consenso nacional, como tampoco lo fueron sus predecesoras decimonónicas —con las posibles excepciones de las de 1837 y 1876— y, lo que es peor, pronto se puso de manifiesto que los grupos responsables de su redacción no se comprometieron con las normas que acababan de codificar. En cuanto perdieron las primeras elecciones de 1933, exigieron la anulación de los resultados y la oportunidad de volver a intentarlo, bajo otra ley electoral —aunque ellos mismos habían preparado la ley vigente—, ya que su concepción de la República, como hemos señalado, no era democrática —elecciones libres con resultados inciertos bajo leyes fijas—, sino «patrimonial». En realidad, lo que no aceptaban era que se adoptasen políticas distintas a las suyas. La falta de consenso sobre las leyes básicas del juego fue un claro impedimento desde el principio y, sobre todo, entre los propios republicanos.

			Con frecuencia se ha formulado la pregunta de si el liderazgo republicano originario de 1931-1933 no intentó llevar a cabo reformas demasiado extensas o rápidas, sobrecargando el sistema. Teniendo en cuenta la manera en que se emprendieron dichas reformas, la respuesta es afirmativa, pero no está claro que este sea el caso si hablamos de la esencia de las propias reformas. Los logros republicanos, tanto en obras públicas como en algunos puntos clave de la reforma laboral, fueron evidentes. Hacía mucho tiempo que era necesaria una reforma militar y, en muchos aspectos, la que llevó a cabo Manuel Azaña resultó positiva. Casi todo el mundo estaba de acuerdo en que también era necesario llevar a cabo algún tipo de reforma agraria, aunque los puntos de vista de unos y otros eran del todo dispares. Por ello, la ley de 1933 no estuvo bien concebida, si bien, al contrario de lo que se ha dicho, la reforma no sufrió un retroceso absoluto durante el segundo bienio, mientras que en 1936, bajo el Gobierno del Frente Popular, la situación se volvió caótica y extremista y muchas veces no sujeta a la ley. Resultaba fundamental también la separación de la Iglesia y el Estado —que, en principio, la propia jerarquía eclesiástica aceptaba—, así como la reforma de aspectos importantes de sus relaciones, un ámbito en el que pudo haberse logrado mucho con un coste mínimo. Pero, como decía el mismo Alcalá-Zamora, insistir en quitarle derechos fundamentales y perseguir a la Iglesia y a sus fieles era plantear una «Constitución para una guerra civil».

			La presentación de estas reformas como un «trágala» estuvo mal gestionada desde el principio, debido tanto a la retórica sectaria y totalmente innecesaria como a los procedimientos políticos de la coalición gobernante. En algunos temas se fomentó, de manera gratuita, una oposición antes inexistente por la ausencia del menor espíritu de conciliación o de deseo de consenso. La falta de tacto de Azaña, que parecía responder a un estilo deliberado, convirtió la reforma militar (en general, sensata) en algo que fue percibido (con exageración) como una vendetta antimilitar y que generó la hostilidad de militares que, en principio, no eran contrarios a la República.

			Lo peor fueron, por supuesto, el estilo y la esencia de las reformas religiosas de 1931-1933, que se concibieron como una venganza contra los intereses católicos —pese a que la mayoría de los españoles creía más en el catolicismo que en cualquier otra doctrina o credo—, lo que dio lugar no solo a la separación de la Iglesia y el Estado, sino a la vulneración de los derechos civiles, institucionales y educativos al instigar una especie de persecución religiosa. Inicialmente, el objetivo era reducir el catolicismo a ritos puramente privados, como antes se había hecho con el protestantismo, pero después, en la primavera de 1936, se dio paso a una persecución violenta, que conllevó la clausura de escuelas, la confiscación ilegal de iglesias y otras propiedades, los ataques físicos a católicos, la prohibición de celebrar la misa en ciertas áreas y los cada vez más frecuentes incendios de iglesias y otros edificios católicos. La idea era seguir —y luego exceder— las políticas radicales de Francia y Portugal, para pasar a un extremismo superior al del México posrevolucionario, que allí había conducido a una nueva guerra civil asimétrica que duró varios años.

			Por esas razones no se puede concluir que la reforma educativa de la República fuera un logro positivo o neto, por más que, con frecuencia, se la haya alabado en esos términos. La anulación de la libertad de enseñanza constituyó un atroz atropello, un atentado contra la libertad religiosa y, también, contra la cultura misma. Es cierto que el Gobierno de izquierdas construyó y abrió numerosas aulas, pero uno de los principales objetivos era cerrar las católicas, llegando, en el mejor de los casos, a una suerte de equilibrio en lo referente a las facilidades educativas.

			La verdad es que las izquierdas rechazaron cualquier idea de consenso desde el comienzo, creyendo que podrían controlar la República de manera perpetua —pues era «suya»—, y prepararon una ley electoral de mayorías con la falsa idea de que eso les garantizaría la victoria en todas las elecciones. Cuando se puso de manifiesto que no era así, regresaron los intentos de manipulación anticonstitucional y la revuelta armada. A este respecto, la República, más que conseguir algún progreso respecto a la antigua monarquía parlamentaria, supuso una regresión a las convulsiones del siglo XIX. Esto era lo que Ortega y Gasset tenía en mente en 1932-1933 cuando se lamentaba de que los líderes republicanos, en lugar de ocuparse de los problemas más apremiantes, encarnasen una vuelta a ciertas obsesiones del pasado.

			En un primer momento, las fuerzas abiertamente subversivas no fueron ni importantes ni numerosas, con la excepción de la CNT, flanqueada por los pocos comunistas que había en la extrema izquierda. Más tarde se produjo la subversión de la derecha radical monárquica y de la Falange fascista, pero estas fuerzas no alcanzaron el activismo de los anarcosindicalistas, que constituyeron un movimiento de masas, por más que las tácticas insurreccionales libertarias nunca supusieran una seria amenaza de derrocamiento del régimen. Quizá la principal consecuencia de su existencia fue la presión que se ejerció sobre la UGT, situación esta que debilitó el compromiso socialista con el reformismo socialdemócrata.

			Después de los republicanos de izquierda, las fuerzas clave eran los dos grandes partidos nacionales, la CEDA y el PSOE-UGT. Por un lado, es imposible equipararlos, porque la CEDA siempre respetó la legalidad, no creó milicias armadas, no recurrió a la violencia y nunca lanzó una insurrección contra la República. Los grupos izquierdistas y el presidente de la República reprocharon a la CEDA que nunca se comprometiera oficialmente con el republicanismo. Los líderes de la Confederación católica defendían ciertos derechos e intereses superiores, como los de la religión, pero garantizaban el compromiso del grueso del electorado católico con los procedimientos legales y parlamentarios, y cumplieron con su promesa, que es mucho más de lo que puede decirse de los socialistas. Al contrario de estos, los cedistas siempre rechazaron la violencia, pero mantuvieron cierta ambigüedad en cuanto a las dimensiones de la reforma constitucional que buscaban. ¿Se mantendría o no la forma y la sustancia esenciales de la República democrática?

			La cúpula cedista fue culpable de errores notables, por un lado, al evitar una erosión a manos de la derecha radical autoritaria y, por otro, al ir en la dirección opuesta para apaciguar a los sectores del centro. No siempre encontraron el punto medio. Es difícil evaluar la obra del único Gobierno encabezado por la CEDA, en 1935, porque Alcalá-Zamora, empleando los poderes —en realidad, poderes excesivos— de un presidente de la República, permitió que gobernara durante solo seis meses, aunque disponía de una mayoría parlamentaria estable.

			En diciembre de 1935, Alcalá-Zamora se negó a seguir la lógica de la democracia parlamentaria y permitir que el partido más votado formase y dirigiese el Gobierno, aunque la alianza que le apoyaba tuviera una mayoría estable. Si lo hubiera hecho, en el peor de los casos se habría producido una significativa reforma constitucional en 1936-1937 que habría cerrado el paso a una guerra civil. Como en toda cuestión hipotética, es imposible saber exactamente qué forma habrían adoptado los cambios. La instauración de un sistema republicano semicorporativo y más autoritario podría haber significado el fin de la democracia republicana durante, quizá, una década, pero incluso ese resultado habría sido mucho menos catastrófico que lo que ocurrió en realidad. Podría haber conllevado resistencia y algún derramamiento de sangre, pero en un grado muy inferior al de los horrores de la Guerra Civil y los comienzos del régimen franquista, y habría sido mucho más reformable que este último. Visto retrospectivamente, incluso en la situación menos favorable, un Gobierno de la CEDA no habría desembocado en el peor de los resultados.

			En la izquierda, la política de los socialistas fue simplemente antidemocrática. Su contribución a la coalición del primer bienio republicano fue relevante y parecía que se estaba dando un paso importante en la evolución, maduración y expansión del movimiento socialista en España, en un momento en el que solo los partidos socialistas de los países más desarrollados —Alemania y otros del norte de Europa— habían llegado tan lejos. Pero el PSOE careció de la madurez de los socialdemócratas alemanes y su respuesta ante la adversidad fue la opuesta a la de estos. Su reacción ante el final de la coalición republicana y la derrota en las elecciones generales de noviembre de 1933 supuso el comienzo de su radicalización revolucionaria, que, más que cualquier otro factor individual, fue la responsable del fracaso de la República. En Francia, por el contrario, los socialistas tardaron más tiempo en participar en un Gobierno democrático «burgués», pero dieron este paso en 1936, rechazando la «bolchevización» y el comunismo, exactamente lo contrario que hizo el PSOE.

			La propagación de la insurrección revolucionaria de octubre de 1934 fue el punto de inflexión. Como el golpe bolchevique de 1917 en Rusia, esta insurrección fue tratada como un acto defensivo, si bien las instrucciones internas de los insurrectos declararon que debía dirigirse como una «guerra civil» con el fin de instaurar un régimen socialista. Participaron también los comunistas y demás grupos marxistas revolucionarios, además de los catalanistas de Esquerra —para imponer su propio régimen en Barcelona— y del sector asturiano de la CNT. La insurrección logró dominar gran parte de Asturias y fue reprimida después de dos semanas de lucha gracias a la intervención de algunas de las unidades militares de élite de Marruecos, exactamente igual que como había ordenado Azaña que se reprimiera una de las insurrecciones anarquistas anteriores. Hubo actos violentos en 15 provincias y en total murieron casi 1.400 personas. Tuvieron lugar más de 50 ejecuciones políticas en Asturias y en otras provincias, una destrucción ingente de edificios y de centros de interés cultural y artístico, y también unas ejecuciones sumarias por parte del Ejército, pero no en un número mayor que el de las ejecuciones llevadas a cabo por los revolucionarios. En los siguientes días se detuvo a cerca de 30.000 personas, aunque la mitad fueron liberadas durante el año siguiente. Tal vez no fue el «comienzo de la Guerra Civil», como se ha dicho, pero la convivencia política española nunca se recuperó del todo, y la mayor parte de los socialistas, siguiendo a Francisco Largo Caballero, nunca abandonó el revolucionismo.

			El caso español de 1934-1936, con una ofensiva revolucionaria encabezada por un movimiento socialista —no comunista— contra una democracia establecida, carecía de precedentes en Occidente, salvo el de Italia en 1919-1920. La amplitud y diversidad del fenómeno revolucionario en España no tuvo parangón en otros países. Desde 1820, el país había vivido con regularidad lo que puede llamarse la «contradicción española», con formas e instituciones políticas avanzadas en un marco de relativo atraso social y económico. La oportunidad para la movilización de masas y la democracia plena durante la República llevó esta contradicción a su punto máximo.

			Esto no significaba que España estuviese —simplemente— «madura» para la revolución, como sostenían los teóricos marxistas españoles, porque, en ciertos aspectos fundamentales, su sociedad había llegado a ser demasiado compleja como para que los revolucionarios la conquistaran con facilidad. Si la mano de obra urbana e industrial era, en proporción, muy superior a la de Rusia en 1917, también lo eran las clases medias y las conservadoras. En España había una población propietaria de tierra considerable que era, en esencia, contrarrevolucionaria, exactamente al revés de Rusia. Ahí estaba la gran diferencia. Con los pequeños propietarios incluidos, las clases medias eran de dimensiones más o menos iguales. 

			
LA CRISIS DEL PARLAMENTARISMO CONSTITUCIONAL


			Sin embargo, la larga crisis final de la democracia en España no la iniciaron ni los revolucionarios ni la derecha radical, sino el presidente republicano centrista Niceto Alcalá-Zamora, en uno de los máximos errores de cálculo en la historia política de España. El presidente se veía a sí mismo como el último garante de la República liberal —en la que creía firmemente—, pero era también un político de la época anterior de caciquismo, de una cultura política elitista y oligárquica poblada de personajes que representaban una forma de transición desde una sociedad más tradicional basada en el estatus y en el concepto del honor. Por ello se encontró con numerosas dificultades a la hora de superar su excesivo personalismo y su obsesión con su propio liderazgo —por no decir dominación—.

			Llegó a interferir más en el funcionamiento normal del Gobierno parlamentario que el tan criticado Alfonso XIII. En cuanto la fuerza de la coalición de Azaña comenzó a declinar en 1933, el presidente le retiró su confianza, incluso antes de haber desaparecido la mayoría parlamentaria. Aun así, su interferencia en el Gobierno de Azaña fue mucho menos arbitraria que la que ejerció en las segundas Cortes (1933-1936), durante cuya existencia actuó casi siempre con el objetivo de desbaratar las opciones de un Gobierno mayoritario normal, haciendo y desha­­ciendo Gabinetes a voluntad y sustituyendo Ejecutivos mayoritarios por otros minoritarios, siempre a su libre albedrío. Un proceso en el que, inevitablemente, se ganó el odio de las derechas y de las izquierdas por igual.

			No solo sentía una antipatía profunda hacia la CEDA y su jefe, José María Gil-Robles, sino que consideraba al jefe del centro democrático, Alejandro Lerroux, como su rival principal, ya que Alcalá-Zamora quería ser él el líder de ese sector. No estuvo dispuesto a aceptar a ninguno de los dos principales jefes parlamentarios como presidente del Gobierno, de ahí su empeño en crear un nuevo partido de centro subordinado, aunque fuera indirectamente, a su liderazgo. Inició una maniobra para socavar a Lerroux y al Partido Radical, la principal fuerza centrista, y luego, en diciembre de 1935, nombró como presidente del Gobierno a su nuevo favorito, el veteranísimo Manuel Portela Valladares, pese a no tener escaño en las Cortes. Además, Portela ostentaría la cartera de Gobernación (Interior) y uno de sus principales objetivos era manipular la administración electoral para crear una agrupación nueva de centro que pudiera reemplazar a Lerroux y a los radicales.

			El presidente ya había prorrogado las Cortes y, mediante diversas maniobras, deseaba hacerlo una vez más para que el Gobierno de Portela dispusiese de más tiempo para llevar a cabo maquinaciones político-electorales caciquiles y posponer la fecha de las elecciones. Pero esos tejemanejes fueron anticonstitucionales y los partidos parlamentarios se rebelaron contra el Gobierno artificial de Portela. Así Alcalá-Zamora no tuvo más remedio que anunciar el 7 de enero de 1936 que se convocarían nuevos comicios para el 16 de febrero.

			
LAS ELECCIONES DEL FRENTE POPULAR


			La idea del presidente era dar un trato favorable a las izquierdas, a pesar de su carácter violento y su vocación insurreccionista, para reducir el peso de las derechas en las próximas Cortes. Creía también que esto le permitiría a Portela realizar nuevas maquinaciones para crear ese «nuevo» bloque de centro, de unos 80 diputados, que mantendría el equilibrio entre izquierdas y derechas (las dos sin mayoría). Pero el cálculo resultó ser el más desastroso de la historia electoral española. Los anteriores comicios de 1933 ya demostraron que el país, por primera vez en su historia, tenía un electorado muy movilizado y consciente de sus derechos democráticos. De modo que, durante la campaña, Portela se encontró con que no era manipulable. Su grupo consiguió elegir a unos cuantos diputados en una competición que, en realidad, fue una lucha polarizada entre derechas e izquierdas. O estas volvían al poder, o el centro-derecha formaría un Gobierno nuevo más fuerte que el de 1934-1935. El fracaso de la maniobra de Alcalá-Zamora y Portela fue total.

			El desastre electoral de las izquierdas en 1933 se debió en gran parte a su división, experiencia que ni las izquierdas burguesas ni el sector socialista semimoderado dirigido por Indalecio Prieto deseaba repetir. Para crear una nueva alianza lograron la participación del sector mayoritario y revolucionario del PSOE-UGT, con la condición, eso sí, de que el PSOE nunca formaría parte de un «Gobierno burgués». Por el contrario, en 1936, las izquierdas republicanas de Azaña y Diego Martínez Barrio (Unión Republicana) formarían un Gobierno minoritario pero apoyado por los votos de los partidos revolucionarios, que de ese modo pensaban arrinconar y manipular a un Gobierno débil de izquierdas, como de hecho hicieron. La alianza al principio se llamó sencillamente «bloque de izquierdas», aunque pronto asumió el término, acuñado por la Comintern en Moscú el año anterior, de «Frente Popular», es decir, una alianza no abiertamente revolucionaria, sino «antifascista» —término que se utilizaba para referirse a cualquier grupo de derechas, hasta los más moderados y democráticos, e incluso a los partidos de centro—.

			La organización final del Frente Popular incluyó una amplia alianza de todas las formaciones de izquierdas salvo la FAI-CNT, que todavía rechazaba —al menos en teoría— la participación electoral. Así pues, el Frente Popular estaba compuesto por los partidos semimoderados de las izquierdas republicanas o burguesas y por los distintos grupos marxistas —como el PSOE-UGT, el PCE y el muy pequeño partido leninista independiente, el POUM, o Partido Obrero de Unificación Marxista, que «unificaba» a unos cuantos marxistas—. También incluía a otras formaciones independientes, como el minúsculo Partido Sindicalista, de tendencia socialdemócrata.

			Manuel Azaña era el líder incontestable de las izquierdas moderadas y el único político que gozó de un poder y de una responsabilidad más o menos equivalentes a los del presidente Alcalá-Zamora. Además, el Azaña de 1936 se había radicalizado —en comparación con el de 1931—. Su nuevo partido de Izquierda Republicana había adoptado un programa más activo y estatalista, aunque no era revolucionario. Pero Azaña fue terminante cuando afirmó que el constitucionalismo republicano debía interpretarse no como una serie de reglas fijas con resultados inciertos, sino como unas normas partidistas que garantizaran los resultados, tal y como insistió repetidamente después de perder las elecciones de 1933. Su rechazo de una democracia liberal y tolerante, con reglas iguales para todos, a favor del radicalismo y la polarización exclusivista coincidió con una movilización de masas que agravó las consecuencias del sectarismo. De hecho, la insurrección revolucionaria de 1934 nunca recibió una sola palabra pública de condena por parte Azaña.

			Como ha escrito Miguel Platón:

			Su cartera pública se había distinguido por una marcada ejecutoria antidemocrática: la promoción de un golpe de Estado en 1930; la negativa a combatir los incendios de edificios religiosos en mayo de 1931; el sectarismo de la Constitución; el autoritarismo de la Ley de Defensa de la República; la expulsión de los jesuitas; la represión indiscriminada de supuestos participantes en la rebelión de Sanjurjo; las agresiones continuas a la libertad de prensa; la propuesta de no aceptar los resultados electorales de noviembre de 1933; la alianza electoral con organizaciones golpistas —PSOE, UGT, PCE, ERC— para formar el Frente Popular y, a partir de febrero [de 1936], la aplicación arbitraria de la ley ante delitos tan graves como el asesinato o los actos vandálicos[8].

			La imagen de Manuel Azaña como representante máximo de una «República democrática» es una de las mayores falsedades de la historiografía española contemporánea. Aunque se hayan publicado bastantes libros hagiográficos sobre su figura, no hay uno solo que se haya atrevido a documentar todos los aspectos de su carrera republicana. La verdad es que Azaña nunca pensó en practicar la democracia, sino que insistía en una «hiperlegitimidad» de las izquierdas a la hora de controlar el régimen, fueran cuales fuesen los resultados electorales.

			La particular utopía jacobina de Azaña nunca tuvo la menor posibilidad de convertirse en realidad, puesto que solo recibió el apoyo del 20 % de los votos. De ahí su insistencia en depender de los socialistas —aun cuando fuesen unos revolucionarios violentos— para ganar elecciones o convertir su programa en leyes. El destacado periodista catalán Josep Pla, el primer historiador de la Segunda República, se refirió varias veces a lo que él llamaba el «kérenskismo ideológico» de Azaña[9], comparándolo con la política del último presidente ruso, derrocado por los comunistas. En ocasiones, los revolucionarios españoles también hablaron del «papel de Kérenski», que ellos daban a Azaña, pero la comparación es engañosa e injusta para el propio Kérenski. El líder ruso, como Azaña, cometió el error de tratar de cooperar con los bolcheviques, pero nunca les entregó el poder, sino que tuvieron que derrocarle mediante un golpe de Estado directo. Azaña acabó entregando el poder a los revolucionarios el 19 de julio, cuando el recién designado José Giral les dio las armas.

			El Frente Popular en España fue muy diferente de su homónimo en Francia. La Tercera República francesa era una democracia consolidada. Allí el Frente Popular era una alianza constituida para defender y afirmar esa democracia, e incluyó a los radicales centristas, mientras el Partido Socialista francés (SFIO, Sección Francesa de la Internacional Obrera) no abrazó el revolucionismo. El Frente Popular español no tenía como objetivo defender la democracia, que sus miembros ya habían violado, sino reivindicar la insurrección de 1934, un levantamiento que siempre apoyaron. Su programa insistía en la «republicanización» de las instituciones y en la completa exclusión de las derechas, aunque no incluía la colectivización directa de la propiedad. El Frente Popular español fue una alianza paradójica entre los partidos de la izquierda republicana y los movimientos revolucionarios, que ni siquiera pretendía formar un Gobierno con mayoría parlamentaria y que estaba abocado a sufrir divergencias profundas. Esta coalición se constituyó sobre la base de una total incertidumbre en cuanto al porvenir —que recordaba el conocido dicho leninista kto kogo («¿quién explota a quién?»)—, en un pulso que finalmente ganaron los revolucionarios, que consiguieron doblegar a la izquierda burguesa.

			El Frente Popular puso el énfasis principal de su campaña en la denuncia de la represión de la insurrección, como si los revolucionarios no merecieran ser castigados, y se sirvió de una tremenda propaganda para describir las supuestas atrocidades que se habían cometido, aunque solo dos de los rebeldes habían sido ejecutados —uno de ellos era claramente culpable de múltiples asesinatos—. De hecho, cuando las izquierdas alcanzaron de nuevo el poder, la investigación de esta supuesta gran represión siempre se posponía, probablemente por su poca sustancia. La verdad era que, en comparación con la represión de las insurrecciones revolucionarias en Francia, Finlandia, Alemania, Hungría y Estonia, la española de 1934 fue con mucho la más leve, aunque 15.000 prisioneros quedaron en la cárcel —incluso en la pequeña y democrática Estonia tuvieron lugar en 1924 alrededor de 200 ejecuciones—.

			Las derechas nunca formaron una gran alianza porque la CEDA mantenía su programa de legalismo parlamentario y no estaba dispuesta a mezclarse con la derecha monárquica autoritaria. Su lema de campaña fue «¡Contra la revolución y sus cómplices!». Gil-Robles mantenía en su programa tanto la legalidad como la cooperación parlamentaria, si bien con cierta ambigüedad en lo referente a las reformas constitucionales que se perseguían. A diferencia de los revolucionarios, la CEDA no inició actos violentos —pero sí los sufrió—, aunque su movimiento de jóvenes, la Juventud de Acción Popular (JAP), solía emplear un lenguaje extremista y provocador. Sin embargo, ni mucho menos alcanzaba las dimensiones de los socialistas de Largo Caballero, que en varias ocasiones dijo que si el Frente Popular no ganaba, «vamos a la guerra civil», como si la derrota de 1934 tan solo hubiera servido para que se produjera una mayor radicalización. La misma blandura de la represión republicana, que permitía una total libertad de campaña y propaganda a los insurrectos, parecía enardecerlos.

			Hubo mucha violencia política durante la campaña, que alcanzó su punto álgido el mismo día de las elecciones, en el que perecieron 13 personas. A diferencia de 1933, la violencia no provenía en exclusiva de los revolucionarios, ya que los falangistas se mostraron muy activos contra ellos. En total, murieron 37 personas en diversos conflictos políticos entre el comienzo del mes de enero y las elecciones, y la situación empeoró después con la muerte de 50 personas más en las dos semanas siguientes[10].

			Casi todo el día de los comicios transcurrió con relativa normalidad gracias a las grandes medidas de seguridad adoptadas por el Gobierno. En un primer momento, el triunfo parecía de las derechas, pero después de varias horas las izquierdas comenzaron a reclamar la victoria. Los resultados oficiales no se publicaron nunca, pero, al parecer, se produjo un empate entre derechas e izquierdas, con un centro prácticamente desaparecido pese a las maniobras de Portela Valladares.

			En la noche del 16 de febrero, miles de izquierdistas salieron a las calles en varias ciudades, lo que interfirió directamente en la última fase de la votación. Las amenazas se generalizaron, y llegaron a provocar el pánico del Gobierno. Se impuso el estado de alarma, y Alcalá-Zamora entregó a Portela Valladares una declaración firmada de estado de guerra por si lo juzgaba necesario. Las manifestaciones y alteraciones del orden público asustaron a los ministros y, después de 48 horas, Portela tan solo pensaba en dimitir junto a todo su Gobierno, afirmando que si declaraba el estado de guerra tendría que gobernar como «un dictador» para reprimir los motines y las insurrecciones izquierdistas y restaurar el orden. El Gobierno dimitió el 19 de febrero, tres días después de las elecciones.

			De este modo se quebraron los procedimientos del Gobierno republicano, puesto que la administración gestora que presidía las elecciones debía continuar trabajando en el escrutinio final y para preparar la segunda vuelta de las elecciones, que sería dos semanas después. El escrutinio final y oficial no se conoció hasta el día 20 y por entonces nadie pudo decir quién había ganado. Sin embargo, a la vista de los motines, de las insurrecciones callejeras y de la huida del Gobierno, el presidente Alcalá-Zamora, tan amargado como enfurecido, no encontró mejor modo de resolver la situación que formando un nuevo Gobierno de izquierdas dirigido por Manuel Azaña. El Ejecutivo se estrenaría precisamente con el escrutinio oficial de las elecciones, lo que le permitiría certificar que había ganado. Una irregularidad sin precedentes. Posteriormente, las nuevas autoridades decidieron cambiar y falsificar los votos en varios distritos en los que las derechas habían conseguido la victoria, de tal modo que, al final, fueron sus oponentes quienes vencieron. El fraude fue claro en Cáceres[11] y en La Coruña, pero también hubo falsificaciones de votos en Jaén, Valencia (provincia), Las Palmas de Gran Canaria, Santa Cruz de Tenerife, Lugo, Málaga (capital), Murcia (provincia) y Pontevedra. Esto modificó los resultados sustancialmente al cambiar la atribución de un número total de aproximadamente 30 escaños, casi todos transferidos de las derechas y el centro al Frente Popular. De esta forma, lo que parecía un empate se convirtió en una mayoría del Frente Popular. Sin estas actas dudosas, «izquierdas y derechas habrían quedado equilibradas: entre 226 y 230 escaños los primeros, y entre 223 y 227 los segundos»[12]. El escaso espacio de centro que restaba se negaba a aliarse con los revolucionarios, por lo que es fácil suponer que Gil-Robles no habría tenido demasiadas dificultades a la hora de formar una coalición mayoritaria; sin embargo, al realizarse el escrutinio bajo el control de los administradores provinciales del Frente Popular, el nuevo Gobierno de Azaña se encargó de acreditar su propia victoria.
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